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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 106/2020-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

ORGANO INTERNO DE CONTROL DE SERVICIOS DE SALUD DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

San Luis Potosí, S.L.P., a veinte de abril de dos mil veintiuno.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 106/2020-3, promovido por **********en su carácter de Apoderada Legal de la Asociación Civil, **********contra actos del Órgano Interno de Control de Servicios de Salud de San Luis Potosí, San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante auto de fecha dieciocho de septiembre de dos mil veinte, previo requerimiento se tuvo por recibido el escrito firmado por **********en su carácter de Apoderada Legal de la Asociación Civil,  **********quien promueve Juicio Contencioso Administrativo en contra del Órgano Interno de Control de Servicios de Salud de San Luis Potosí, San Luis Potosí; por la nulidad del siguiente acto o resolución: La resolución recaída en el expediente de investigación administrativa **********, de **********”, quien manifiesta tuvo conocimiento el veintinueve de noviembre  de dos mil diecinueve; en el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera, con apercibimiento..- Por auto de cuatro de noviembre de dos mil veinte, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda,  se ordenó correr traslado a la actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho corresponda; se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes, requiriéndose a la accionante para que exhibiera el interrogatorio debidamente firmado por la oferente y copia del mismo con apercibimiento..-Por proveído de dieciocho de diciembre de  dos mil veinte, se tiene a la parte actora por no objetando pruebas ofrecidas por la autoridad demandada, y por no exhibiendo interrogatorio debidamente firmado para el desahogo de la prueba testimonial ofrecida, se le hace efectivo el apercibimiento decretado y se desecha la prueba testimonial ofrecida, se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual tuvo verificativo el veinticinco de enero de dos mil veintiuno, con la asistencia del autorizado de la parte actora,  y la inasistencia de  representante alguno de las autoridades demandadas, el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza; así como la reproducción de la memoria USB que adjunto a su escrito de demanda; en etapa de alegatos, se dio cuenta del presentado por el autorizado de la parte actora y se certificó que  no se formularon por la autoridad demandada; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter administrativa suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.
La apoderado legal de la parte actora acreditó la  personalidad con la que comparece conforme al segundo párrafo del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con las copias certificadas que obran en fojas de la 55 a la 67 del expediente en que se actúa; asimismo, acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con el original del primero de los actos impugnados visible en fojas 69 a la 71de este sumario.
La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra acreditada en este Tribunal, con la copia certificada de su nombramiento que fue exhibido en este juicio, que obra en fojas 88 de este expediente; de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad del acto que señala la parte actora en su escrito inicial de demanda consistente en: La Resolución de Acuerdo de Conclusión, recaída en el expediente  de investigación administrativa **********, de **********, la cual fue exhibido por la parte actora conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”
En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su respectiva contestación, opuso como excepciones “Improcedencia de la Acción” y “Sine Accione Agis”, que basa  en que la resolución emitida por esa autoridad, se emito de manera fundada y motivada,  así como que le corresponde a la parte actora acreditar la supuesta ilegalidad del acto que impugna. A ese respecto, cabe señalar que son razonamientos que deben ser analizados en el fondo de la Litis, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor  en este juicio. 

Sirve de apoyo el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aplicable al caso por analogía, Época: Novena Época, Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. …” 

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación, que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 6 a la 14 de este sumario, argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la siguiente Tesis de Jurisprudencia  de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia dela Nación, Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Por otra parte se procede al estudio y resolución del primero de los conceptos de impugnación que hace valer la  promovente, el cual se analiza en concatenación con las constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.
Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere:
“PRIMERO.- LA RESOLUCION DEL ORGANO INTERNO DE CONTROL QUE SE IMPUGNA, CARECE DE UNA DEBIDA FUNDAMENTACION Y MOTIVACION; Y DESCONOCE MI DERECHO A LAS FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO, LO QUE CONLLEVA A ESTABLECER ERRONEAMENTE QUE NO EXISTEN ELEMENTO (SIC) PARA DETERMINAR  RESPONSABILIDAD  ADMINISTRATIVA.”

“A. Lo anterior es así, en razón de que la resolución  NO DA CUENTA DE TODAS LAS PRUEBAS que se presentaron al momento de interponer la queja, tales como:
“1. LOS VIDEOS CON AUDIO de las operaciones de emergencia realizadas a “********** victima de las MALAS ESTERILIZACIONES.”
“2. LAS FOTOGRAFIAS DE “**********” antes, durante y después de las operaciones.

“3. LOS CERTIFICADOS MEDICOS de las cánidas “**********”, en las cuales se da cuenta de los síntomas, causas y consecuencias derivadas de una NEGLIGENTE OPERACIÓN DE ESTERIZACIÓN.”
“B. Asimismo, la resolución NO SE OCUPA, NI DA CUENTA SI DENTRO DEL PROCEDIMIENTO SE DICTÓ ACUERDO INTRAPROCESAL DE DESECHAMIENTO DE PRUEBAS, NI TAMPOCO explica, porque además de las pruebas referidas anteriormente, las TESTIMONIALES de las CC. ********** no fueron admitidas, ni desahogadas ni por lo tanto valoradas, lo que constituye una FRANCA VIOLACION A LAS FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO…”
Del estudio del concepto de impugnación citado con antelación, se determina que resulta fundado.
Toda vez que se advierte que el acto reclamado, adolece de una congruencia externa, en tanto que no se resolvió la litis planteada por la accionante en su escrito de denuncia de forma congruente, pues soslayaron el análisis integral de las probanzas que fueron ofrecidas por la hoy actora en ese procedimiento, lo que conlleva una incongruencia externa por deficiencia en el estudio del punto litigioso que le fue sometido a esa autoridad en el expediente de investigación, lo que contraviene lo establecido en los artículos 14 y 16 párrafo primero  de la Constitución General de la República e incumple con elementos y forma para la exigencia del acto establecidos  en  el artículo 103  de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en el cual se exige que las autoridades substanciadoras, hagan una valoración de las pruebas aportadas en el procedimiento de investigación.

En efecto, se observa de la Resolución de Acuerdo de Conclusión de fecha **********, que constituye el acto impugnado, que obra en copia certificada en fojas 69 a la 71 de este sumario, que la autoridad demandada  es omisa en pronunciarse y valorar las pruebas que ofreció la hoy actora dentro del expediente administrativo de investigación **********, mediante el escrito presentado ante la demanda con fecha **********  en el cual adjuntó como pruebas de su parte Constancias Medicas de los Mvz, ********** Fotografías y una memoria Usb conteniendo video y audio de la operación de emergencia de los hechos materia de la controversia, Comprobantes de gastos médicos de Mvz particulares; documentales que fueron recibidos por el Titular del Órgano de Control Interno de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, en el auto de fecha nueve de septiembre de dos mil diecinueve, y que no fueron atendidas al momento de resolver  el expediente de investigación administrativa en cuestión, lo cual resulta violatorio de los derechos humanos de audiencia, legalidad y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14 y 16 Constitucionales, incumpliendo con elementos y forma establecido en  el artículo 103  de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; a virtud de que admitió las pruebas de referencia, sin que al momento de resolver expresara las razones concretas por las cuales, en su caso, dichas probanzas resultan ineficaces a su juicio, siendo incorrecto que únicamente se abocara al análisis de los Memorándums que solicito en su investigación y cuya información le fue remitida; circunstancias que se hacen constar en fojas 90 a la 115 y en el texto de la resolución impugnada en los números 1°, 2° y 3°, visibles en la foja 70 frente y vuelta de ese procedimiento.
Tiene aplicación  el Criterio de Jurisprudencia de la Novena Época, con número de Registro: 195182, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, VIII, Noviembre de 1998, Materia(s): Común, Tesis: I.3o.A. J/29, que dice: 

“GARANTÍA DE AUDIENCIA. SE INTEGRA NO SÓLO CON LA ADMISIÓN DE PRUEBAS SINO TAMBIÉN CON SU ESTUDIO Y VALORACIÓN. La garantía de audiencia a que se refiere el texto del artículo 14 constitucional se integra, no sólo admitiendo pruebas de las partes sino, además, expresando las razones concretas por las cuales, en su caso, dichas probanzas resultan ineficaces a juicio de la responsable. Por ello, si la resolución que puso fin a un procedimiento fue totalmente omisa en hacer referencia alguna a las pruebas aportadas por la hoy quejosa, es claro que se ha cometido una violación al precepto constitucional invocado, lo que da motivo a conceder el amparo solicitado, independientemente de si el contenido de tales probanzas habrá o no de influir en la resolución final por pronunciarse. Tal criterio, que se armoniza con los principios jurídicos que dan a la autoridad administrativa la facultad de otorgarle a las pruebas el valor que crea prudente, es congruente, además, con la tendencia jurisprudencial que busca evitar la sustitución material del órgano de control constitucional, sobre las autoridades responsables, en una materia que exclusivamente les corresponde como lo es, sin duda, la de apreciación de las pruebas que les sean ofrecidas durante la sustanciación del procedimiento. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”


Bajo esa tesitura, se tiene que es insuficiente el señalamiento que hace la autoridad demandada en relación a las probanzas aportadas en el procedimiento administrativo antes citado, pues la valoración debe hacerse a cada una de los medios probatorios que fueron ofrecidos por las partes y sobre las cuales fueron admitidas,  sobre los extremos que se demostraron con su  ofrecimiento, lo cual la autoridad demandada soslayo atender, por lo que la resolución de Acuerdo de Conclusión que se impugna se dictó sin la debida fundamentación y motivación a lo solicitado por la accionante, los cuales están concatenadas con los diversos principios de exhaustividad y congruencia, conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide, en concordancia al análisis de los medios probatorios ofrecidos, lo cual no ocurrió en el presente asunto que nos ocupa, lo que se traduce en una violación a los artículos 14, 16 y 17 de nuestra Carta Magna, en contravención de los elementos y requisitos del acto administrativo que se establecen en los numerales 164 fracción VI y 165 fracción III del Código Procesal Administrativo, que a la letra dicen: 

“Artículo 164. Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia;

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;

V.  Estar fundado y motivado;

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y
VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión.”

“Artículo 165. Son requisitos del acto administrativo:

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas;
IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión;

V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y

VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado.

Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente.”

Con lo cual, resulta inconcuso que la autoridad demandada emitió una resolución carente de congruencia y exhaustividad, porque los motivos que expuso para determinar la falta de elementos que acreditaran alguna infracción a los involucrados en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí, no corresponden al examen real y minucioso de las constancias que integran dicho expediente administrativo de investigación acorde contenido íntegro de lo solicitado en el escrito de queja presentado por la accionante.
Lo que genera que el acto reclamado, carezca de la debida fundamentación y motivación al emitirse por la demandada, conforme  a lo establecido en los artículos 14 y 16 Constituciones por tratarse de actos de autoridad, dado que sus afirmaciones  están hechas sin externar juicio valorativo sobre la eficacia probatoria de las probanzas aportadas por la hoy promovente, en relación con todos y cada uno de los medios de prueba, pues no se advierte razonamiento jurídico que se enfoque a ese análisis. 

Tiene aplicación la Tesis de Jurisprudencia, Registro digital: 178783,  Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: 1a./J. 33/2005, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Abril de 2005, página 108, que dice: 

“CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN SENTENCIAS DICTADAS EN AMPARO CONTRA LEYES. ALCANCE DE ESTOS PRINCIPIOS. Los principios de congruencia y exhaustividad que rigen las sentencias en amparo contra leyes y que se desprenden de los artículos 77 y 78 de la Ley de Amparo, están referidos a que éstas no sólo sean congruentes consigo mismas, sino también con la litis y con la demanda de amparo, apreciando las pruebas conducentes y resolviendo sin omitir nada, ni añadir cuestiones no hechas valer, ni expresar consideraciones contrarias entre sí o con los puntos resolutivos, lo que obliga al juzgador, a pronunciarse sobre todas y cada una de las pretensiones de los quejosos, analizando, en su caso, la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los preceptos legales reclamados.”

(lo resaltado es nuestro)
Y sirve de apoyo de lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248,  Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De “acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente “fundado y motivado, entendiéndose por lo primero  que  ha  de  expresarse  con precisión el “precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con “precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se “hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que “exista adecuación  entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el “caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en “comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos “sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa “legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la “ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al “mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un “acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los “cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los “supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté “obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, sub. “incisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que “otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del “gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”  

Bajo ese contexto, resulta ilegal la resolución de Acuerdo de Conclusión, ante la inobservancia de que fueron analizadas y valoradas las pruebas de que se duelen, por parte de la autoridad demandada, lo que contraviene lo establecido en los artículos 14 y 16 Constitucional e incumple con elementos y forma para la exigencia del acto establecido en el  numeral 103  de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en contravención de los elementos y requisitos del acto administrativo que se establecen en los numerales 164 fracción VI y 165 fracción III del Código Procesal Administrativo, según se razonó en párrafos que anteceden, en virtud de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por autoridad competente, siguiendo los procedimientos establecidos, y con los requisitos de la debida fundamentación y motivación, circunstancias que en el caso que nos ocupa no acontecieron. 

Sirve de apoyo de lo anterior, la Tesis Jurisprudencial sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable con los siguientes datos: Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43.

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. …”

Así las cosas, en la especie se actualizaron las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250 fracciones II, III y penúltimo párrafo,  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado cuando se dicta en contravención a las disposiciones legales aplicables.
Por lo que, lo procedente será decretar su nulidad, para que la autoridad demandada emita  otra Resolución de Acuerdo de Conclusión en la que, analice y valore con libertad de jurisdicción, cada una de las probanzas que fueron ofrecidas por la accionante en concordancia con las que obran en el expediente administrativo de investigación, atendiendo a los lineamientos vertidos en esta sentencia de referencia, en la que cumpla con los requisitos de la debida fundamentación y motivación, y siguiendo los procedimientos establecidos en los artículos 93, 96, 97, 102 y 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, para el efecto de observar las garantías de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, previstos en los artículos 14, 16 y 17 de nuestra Carta Magna.
En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar y decreta, la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en: La Resolución de Acuerdo de Conclusión, recaída en el expediente  de investigación administrativa **********, de fecha **********; y por consecuencia, la NULIDAD  LISA Y LLANA de la misma, dejándola sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 
Resultando innecesario el estudio de los restantes argumentos contenidos en el único concepto de impugnación, en acatamiento a la Tesis de Jurisprudencia, Época: Novena Época, Registro: 172578, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/9, Página: 1743, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO. Si el tribunal responsable, para sustentar el sentido de la resolución reclamada, expresó diversas consideraciones, las cuales resultan autónomas o independientes entre sí y suficientes cada una de ellas para regir su sentido, la ineficacia de los conceptos de violación tocantes a evidenciar la ilegalidad de alguna de tales consideraciones, hace innecesario el estudio de los restantes, pues su examen en nada variaría el sentido de la resolución reclamada, ya que basta que quede firme alguna para que dicha consideración sustente por sí sola el sentido del fallo. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO. 

En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 255 y 256 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por su cumplimiento, o en su caso, la requerirá por su ejecución; apercibida que de no hacerlo, se continuará con la ejecución de la sentencia y se aplicarán multa, destitución y demás medidas procedentes; debiendo  informar a este Tribunal, en su oportunidad procesal, sobre dicho cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes.

Por única ocasión, notifíquese personalmente a la actora y por oficio a las demandadas, en la forma tradicional; sin perjuicio de que en actuaciones  subsecuentes, todas las notificaciones se realicen de manera electrónica, conforme al Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno de este Tribunal, que establece los Lineamientos para la Notificación Electrónica publicados el 15 de septiembre de 2020 en el Periódico Oficial del Estado, y Acuerdo General del Pleno de este Tribunal publicado el 4 de marzo de 2021, en dicho órgano oficial de difusión, por el cual se generaliza aplicar la notificación electrónica a todos los asuntos jurisdiccionales del Tribunal.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y  de los numerales  249, 250 fracciones II, III y penúltimo párrafo,  251,  252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el considerando Sexto de la presente sentencia. 
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, hasta hoy día de la fecha en que lo permitieron las cargas de trabajo y derivado de la suspensión de actividades jurisdiccionales decretada por la pandemia del Coronavirus COVID-19, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-RUBRICAS.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
